
























































 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Ponente: Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

EXPEDIENTE: 54-001-23-33-000-2021-00256-00 

DEMANDANTE: PEDRO JOSÉ HERNANDEZ CASTILLO  

DEMANDADO: 

UNIVERSIDAD DE PAMPLONA – LEONOR JAIMES CERVELEÓN – 

SANDRA MILENA CASTRO ESCOBAR – ZORAIMA VICTALIA 

PEÑARANDA AYALA 

MEDIO DE CONTROL: ELECTORAL  

 

Avocado el conocimiento del presente asunto, corresponde pronunciarse acerca del 
impedimento manifestado por el doctor ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 
Magistrado de la Corporación, en escrito que antecede a la actuación (PDF. 
022Auto Declara Impedimento 2021-00256), invocando la causal consagrada en el 
artículo 141 numeral 9 de la Ley 1564 de 2012 que contiene el Código General del 
Proceso1, puesto que tiene una amistad íntima con el doctor Armando Quintero 
Guevara, quien actúa dentro del asunto como apoderado de los demandados 
LEONOR JAIMES CERVELEÓN – SANDRA MILENA CASTRO ESCOBAR – 
ZORAIMA VICTALIA PEÑARANDA AYALA.    
 

Para resolver se 
CONSIDERA 

 
La causal de impedimento invocada se encuentra establecida en el numeral 9 del 
artículo 141 del Código General del Proceso, y es del siguiente tenor: 

 
“ARTÍCULO 141. CAUSALES DE RECUSACIÓN. Son causales de recusación 
las siguientes: 
 
9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las 
partes, su representante o apoderado.” (Negrillas fuera del texto original) 

 
Como bien es sabido, los impedimentos son causales de carácter legal que fueron 
establecidas con el fin de que los jueces y magistrados que consideren que su 
imparcialidad puede verse comprometida a la hora de administrar justicia en 
determinado asunto, puedan ser separados del conocimiento de este. Lo anterior, 
en aras de garantizar al usuario, que los funcionarios judiciales que decidirán su 
caso “[…] no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por 
alguna de las partes y que no se encuentren involucrados en la controversia […]2”. 
 
En el presente caso, una vez realizado el análisis de los argumentos planteados en 
esta oportunidad en contraste con la causal esgrimida, la Sala encuentra fundado y 
justificado el impedimento manifestado por el doctor ROBIEL AMED VARGAS 
GONZÁLEZ, en cuanto que su relación de amistad íntima con el apoderado de una 
de las partes puede afectar su objetividad al momento de proferir la decisión. 

 
1 “(..) 9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su representante o 
apoderado. (…)”. 
2 Corte Constitucional. Sentencia C-881 de 2011. 
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En consecuencia, se declarará fundado el impedimento y se le separará del 
conocimiento del presente asunto.  
 
Esta providencia se profiere utilizando los medios virtuales tecnológicos, en 
implementación del uso de las Tecnologías de la Información y las comunicaciones 
(TICS), en virtud de lo dispuesto por el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 
20203, en concordancia con el Acuerdo PCSJA20-11581 del 27 de junio de 20204 
del CSJ. 
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala de Decisión Oral del Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander, 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: DECLÁRESE FUNDADO el impedimento manifestado por el 
Magistrado ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ, y en consecuencia, 
DECLÁRESE separado del conocimiento del proceso de la referencia. 
 
SEGUNDO: COMUNÍQUESE la presente decisión al Despacho del Magistrado 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ. 
 
TERCERO: AVOCÁSE el conocimiento del asunto, y una vez en firme la presente 
providencia, CONTINUAR con el trámite correspondiente. 
 

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
(Discutido y aprobado en Sala de Decisión Oral Virtual del 8 de abril de 2022) 

 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

Magistrado 

 

 
3 Gobierno Nacional, Ministerio de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar 
las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 
judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica. 
4 Consejo Superior de la Judicatura. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de 
términos previsto en el Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020”. 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Ponente: Dr. Edgar Enrique Bernal Jáuregui 

 

 

EXPEDIENTE: 54-001-33-33-003-2021-00211-01 

DEMANDANTE: SONIA PEREZ LIZCANO 

DEMANDADO: NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 
 

Visto el informe secretarial que antecede, procede la Sala a decidir el impedimento 

planteado por el doctor BERNARDINO CARRERO ROJAS, en su condición de Juez 

Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, quien estima además que el 

impedimento comprende a todos los Jueces Administrativos del Circuito de Cúcuta. 

 

1. ANTECEDENTES 

 

La  señora SONIA PEREZ LIZCANO, a través de apoderado judicial, interpone 

demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la NACIÓN - 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN con la pretension principal de obtener la 

declaratoria de nulidad del Oficio No. 311260-20470 No. 321 de 15 de marzo de 

2021, y en calidad de restablecimiento del derecho, inaplicar parcialmente el artículo 

1 de los Decretos 382 de 2013 y 022 de 2014, y se ordene reliquidar las prestaciones 

sociales devengadas, desde el primero 1 de enero de 2013 y hasta el momento en 

que se resuelva el litigio, incluyendo dentro de la base para su cálculo, la 

bonificación judicial creada por el Decreto 382 de 2013, modificado por los Decretos 

022 de 2014, 1270 de 2015 y  247  de  2016 (PDF. 01DemandaAnexos). 

 

2. MANIFESTACIÓN DEL IMPEDIMENTO 

 

El doctor BERNARDINO CARRERO ROJAS, en su condición de Juez Tercero 

Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, en pronunciamiento el 10 de febrero 

de 2022, manifiesta que se encuentra impedido para conocer del presente asunto, 

al advertir que está incurso en la causal establecida en el artículo 141 numeral 1 del 

Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 131 de la 

Ley 1437 de 2011 -CPACA-. 

 

Fundamenta su impedimento en que como quiera que el asunto concierne a una 

reclamación de carácter laboral por el no reconocimiento y pago por parte de la 

NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de la denominada “bonificación 

judicial” como  factor salarial, y que dicha prestación también está concebida a favor 

de los jueces de la República, se genera así un interés directo de su parte. 

 

Aunado a lo anterior, advierte que el impedimento cobija a todos los Jueces 

Administrativos del Circuito de Cúcuta (PDF 05AutoDeclaraImpedimento). 
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3. CONSIDERACIONES 

 

En el presente caso, el Juez Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta 

manifiesta, que él y los demás Jueces Administrativos del Circuito de Cúcuta, se 

encuentran incursos en la causal establecida en el numeral 1 del artículo 141 del 

Código General del Proceso, que establece: “1. Tener el Juez, su cónyuge, 

compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 

proceso.” 

 

Analizada la causal esgrimida junto con los argumentos del impedimento 

manifestado, esta Sala de decisión lo considera fundado, toda vez que el tema a 

tratar versa sobre la bonificación judicial que si bien para los servidores públicos de 

la Rama Judicial fue regulada en una norma distinta como lo es el Decreto 383 de 

2013, lo cierto es que versa sobre similares aspectos salariales y prestacionales, 

que hacen que se tenga un interés al momento de decidir, lo que, a la postre, podría 

traer como consecuencia la afectación de la imparcialidad con que debe actuar tanto 

el titular del Juzgado Tercero Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta, cómo 

los demás Jueces Administrativos del Circuito de Cúcuta. 

 

En razón de lo anterior, se declarará fundado el impedimento manifestado por los 

Jueces Administrativos del Circuito de Cúcuta, declarándolos separados del 

conocimiento del presente asunto.  

 

Además de lo anterior, en aplicación a lo previsto en el numeral 2 del artículo 131 

de la Ley 1437 de 2011 -CPACA-, se ordenará la remisión del expediente a la 

Presidencia de este Tribunal, a efectos de que se fije fecha y hora para efectuar el 

sorteo de un Conjuez que asuma el conocimiento del presente asunto.  

 

Esta providencia se profiere utilizando los medios virtuales tecnológicos, en 

implementación del uso de las Tecnologías de la Información y las comunicaciones 

(TICS), en virtud de lo dispuesto por el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 

20201, en concordancia con el Acuerdo PCSJA20-11581 del 27 de junio de 20202 

del CSJ. 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala de Decisión Oral N.º 002 del 

Tribunal Administrativo de Norte de Santander,   

 

R E S U E L V E 

 

 
1 Gobierno Nacional, Ministerio de Justicia y del Derecho, “Por el cual se adoptan medidas para implementar 
las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 
judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica. 
2 Consejo Superior de la Judicatura. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de 
términos previsto en el Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020”. 
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PRIMERO: DECLÁRESE FUNDADO el impedimento manifestado por los Jueces 

Administrativos del Circuito de Cúcuta. Por tal motivo, se les declarará separados 

del conocimiento del presente asunto. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, posterior a la ejecutoria del presente proveído, 

REMÍTASE el expediente digital a la Presidencia de la Corporación, a efectos de 

que señale fecha y hora para efectuar el sorteo de un conjuez, y una vez se 

lleve a cabo el sorteo, por Secretaría, DEVOLVER la actuación al Juzgado Tercero 

Administrativo Oral del Circuito de Cúcuta a efecto de dar posesión al Juez Ad-

hoc que resulte elegido y para que asuma sus funciones de conocimiento del 

asunto. 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(Discutido y aprobado en Sala Virtual de Decisión Oral N° 2 del 8 de abril de 2022) 

 
 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ 

Magistrado 

 

 
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

Magistrado    
 

  

 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, siete (7) de abril de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Sustanciador: Dr. Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 
 

Radicado: 54-001-23-33-000-2021-00214-00 

Accionante: LUIS FERNANDO ROPERO GIL 

Demandado: ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES  

Medio De Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 
Una vez efectuado el análisis para proveer sobre la admisión de la demanda de la 
referencia, examinado el escrito de subsanación (007SubSanacionDemanda 21-
00214), el Despacho procederá a declararse sin competencia para conocer del 
asunto, en tanto advierte que el conocimiento del asunto no corresponde a este 
Tribunal en primera instancia, sino en su lugar, al Juzgado Administrativo Oral del 
Circuito, por lo cual procederán a exponerse, las razones que conllevan a tal 
conclusión. 

1. ANTECEDENTES 
 
El señor LUIS FERNANDO ROPERO GIL, propietario del establecimiento 
LUMEDICA, por medio de apoderada, en ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho establecido en el artículo 138 del CPACA, tiene como 
pretensión principal obtener la declaratoria de nulidad del acto precontractual 
Resolución 0119 del 19 de febrero de 2021, suscrita por el señor Agente 
Interventor de la ESE HOSPITAL EMIRO QUINTERO CAÑIZARES, por medio de 
la cual se revoca la Convocatoria Pública N° 001 de 2021 cuyo objeto consiste en 
el “suministro de material médico quirúrgico y dispositivos médicos para la atención 
integral de pacientes de la ESE Hospital Emiro Quintero Cañizares” (págs. 31-34 
PDF. 002Demanda); al igual que el consecuente restablecimiento del derecho. 
 

2. CONSIDERACIONES 
 

La importancia de estimar razonadamente la cuantía del proceso adquiere especial 
importancia para la definición de competencias entre los Juzgados y Tribunales 
Administrativos, en razón a que de ese razonamiento que debe hacer la parte 
demandante en el escrito de demanda, depende la determinación de la 
competencia. Al respecto, se considera que tal requisito de la demanda de estimar 
razonadamente la cuantía busca impedir que el demandante de forma caprichosa 
determine este factor y así pueda escoger a su arbitrio, el juez que a su juicio debe 
conocer el asunto en primera instancia. 
 
La Ley 1437 de 2011 –CPACA- en sus artículos 152 y 1551, establece reglas de 
competencia de los Tribunales Administrativos y Jueces Administrativos para conocer 
asuntos en primera instancia, respectivamente, de las cuales se extrae lo siguiente: 
 

 
1 La demanda fue presentada el 24/08/2021 (PDF. 001Caratula). No se da aplicación a las reglas de competencia establecidas 
en La Ley 2080 de 2021 “Por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción”. Publicada en el Diario Oficial 51568 del 25 de enero de 2021, debido a su entrada en vigencia 
condicionada a través del artículo 86: “ARTÍCULO  86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley rige a 
partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican las competencias de: los juzgados y tribunales 
administrativos y del Consejo de Estado, las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año 
después de publicada esta ley”. 
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“ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN 
PRIMERA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos:  
 

(…) 
 
3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía exceda de trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, y, sin atención a la cuantía, de los actos que 
se expidan en ejercicio del poder disciplinario asignado a los funcionarios de la Procuraduría 
General de la Nación, diferentes al Procurador General de la Nación. 
 
(…) 
 
 
“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA 
INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos:  
 
(…) 
 
3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de trescientos (300) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 

(…) 
 

 
A su vez, el artículo 157 ibídem, prevé: 
 

“Competencia por razón de la cuantía. Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la 
cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según 
la estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello pueda considerarse 
la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos sean los únicos que se reclamen. (…)  
Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias 
pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor” (…) “La 
cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin 
tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, 
que se causen con posterioridad a la presentación de aquella. Cuando se reclame el 
pago de prestaciones periódicas de término indefinido, como pensiones, la cuantía se 
determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se 
causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años.”. (Se resalta). 

 
El asunto de la competencia por razón de la cuantía se define de acuerdo con el 
numeral 3 del artículo 152 del CPACA, referido al medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta que en el presente caso se 
pretende la nulidad de un acto precontractual que fue impugnado en forma 
separada, tal como se permite en el inciso segundo del artículo 141 del CPACA, en 
el cual se introdujo la norma expresa que permite la demanda contra los actos 
previos en forma separada de las pretensiones sobre controversias contractuales, 
caso en el cual la parte demandante debe presentar la demanda en los términos de 
los artículos 137 y 138 del CPACA, es decir, de acuerdo con los presupuestos 
procesales previstos para el medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho. 
 
Descendiendo al caso concreto, en el acápite de la estimación de la cuantía y la 
liquidación realizada en la subsanación a la demanda (PDF. 
007SubSanacionDemanda 21-00214), el apoderado de la demandante la razona en 
una suma total de $252.780.811, estimación que corresponde al restablecimiento del 
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derecho como lucro cesante, que equivale a la utilidad mínima esperada de la venta 
de los productos. 
 

De esta manera, en este caso, se observa que la pretensión presentada comprende 
la nulidad y el restablecimiento del derecho y que la cuantía del litigio se estimó con 
base en la utilidad dejada de percibir que el demandante reclama como perjuicio 
económico derivado del acto administrativo, por la afectación de su supuesto 
derecho a la adjudicación del contrato.  
 

Así pues, atendiendo que la cifra estimada de $252.780.811 equivale a 278,23 
SMMLV para el año 2021, es claro que no alcanza a superar el valor de trescientos 
(300) salarios mínimos legales mensuales vigentes para la fecha de presentación 
de la demanda2; en consecuencia, no se habilita la competencia para que esta 
Corporación asuma el conocimiento en primera instancia en el asunto de la 
referencia, correspondiéndole, por lo tanto, al Juzgado Primero Administrativo 
Oral de Ocaña, tramitar la presente demanda. 
 
Finalmente, se advierte al no contar con la competencia legal para el conocimiento 
del presente asunto en primera instancia, no se revisará si finalmente la demanda 
se ajusta o no a las previsiones señaladas en el artículo 162 y siguientes del 
CPACA, pues dicha labor corresponde al Juez que aprehenda el conocimiento de 
esta causa judicial.  
 
En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, el Tribunal 
Administrativo de Norte de Santander, 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA por el factor cuantía, para 
conocer en primera instancia el proceso de la referencia, de acuerdo a las 
consideraciones que anteceden.  
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso de la referencia al Juzgado Primero 
Administrativo Oral de Ocaña, para lo de su cargo. 
 

 

 
2 Para el año 2021 los 300 SMMLV equivalen a la suma de $272.557.800 (Mediante Decreto 1785 de 2020, el Gobierno 
Nacional reguló el salario mínimo mensual para el 2020 en $908,526.00). 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, ocho (8) de abril de dos mil veintidós (2022) 

Magistrado Sustanciador: Edgar Enrique Bernal Jáuregui 
 

 
 
 

EXPEDIENTE: 54-001-23-33-000-2015-00378-00 

DEMANDANTE: PALMAS CATATUMBO S.A. 

DEMANDADO: 

DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER – NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL – MUNICIPIO DE TIBÚ – 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA – MINISTERIO DE 

AGRICULTURA 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

 

 
Ha ingresado el expediente digital al Despacho, con informe secretarial1 para 

proveer respecto del recurso de reposición y en subsidio de apelación presentado 

por la parte demandante mediante correo electrónico del 25 de marzo de 20222, por 

medio de su apoderado, en contra de la sentencia de primera instancia de fecha 3 

de marzo de 2022. 

 

Para resolver, se  

CONSIDERA 

 

La procedencia del recurso de reposición se encuentra regulada en el artículo 242 

de la Ley 1437 de 2011 -CPACA-. modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 

2021, en el entendido que “procede contra todos los autos, salvo norma legal en 

contrario.”. 

 

Entonces, se dispondrá por el Despacho, rechazar por improcedente el recurso de 

reposición, puesto que la providencia recurrida consiste en la sentencia de primera 

instancia del 3 de marzo de 2022, desestimatoria de las pretensiones de la demanda 

(PDF. 05915-378 (RD) PALMAS CATATUMBO VS MINDEFENSA - SENTENCIA 

1RA - SALA 03-03-22) notificada personalmente mediante correo electrónico del 11 

de marzo de 2022 (PDF. 060NotiFallo). 

 

Ahora, para el caso especial de las sentencias, el artículo 243 ibidem, modificado 

por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021 establece claramente que “son apelables 

las sentencias de primera instancia (..) El recurso de apelación contra las sentencias 

(..) se concederá en el efecto suspensivo.”. 

 

Así pues, en el entendido que, de acuerdo con el precepto previamente citado, 

contra la sentencia de primera instancia procede solamente la apelación en el 

efecto suspensivo, de manera autónoma y no subsidiaria, se dispondrá por el 

Despacho, rechazar por improcedente el recurso de reposición, y, en aras de 

 
1 PDF. 062Pase al Despacho con Recurso de Reposición en subsidio el de apelación. 
2 PDF. 061Recurso de Reposición en subsidio con Apelación – Demandante. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#61
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garantizar el debido proceso y acceso a la administración de justicia, por haber sido 

radicado y sustentado en debida forma, dentro de la oportunidad consagrada en el 

artículo 247 numeral 1 de dicha normativa3, se le dará el trámite correspondiente al 

recurso de apelación.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho 001 del Tribunal Administrativo de Norte de 

Santander, 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECHAZAR por improcedente el recurso de reposición formulado por 

la parte demandante, por medio de su apoderado, en contra de la sentencia de 

primera instancia de fecha 3 de marzo de 2022, de conformidad con lo expuesto en 

la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Por haberse interpuesto y sustentado oportunamente el recurso de 

apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante, contra la sentencia 

de primera instancia notificada mediante correo electrónico del 11 de marzo de 

2022, se CONCEDE en el efecto suspensivo para ante el H. Consejo de Estado. 

 

En consecuencia, remítase al H. Consejo de Estado el expediente digital para el 

trámite del recurso de apelación que se concede, previas las anotaciones 

secretariales de rigor. 

 
 

 

 
3 “(..) 1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, dentro de los 
diez (10) días siguientes a su notificación.” 


